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PROYECTO DE LEY  
 

Por la cual se “Impulsa el Emprendimiento en Colombia” 
  

EL CONGRESO DE COLOMBIA 
  

DECRETA 
  
ARTÍCULO 1. OBJETO. La presente Ley tiene por objeto establecer un marco regulatorio que propicie el 
emprendimiento y el crecimiento, consolidación y sostenibilidad de las empresas, con el fin de aumentar el bienestar 
social y generar equidad. 
 
 

TÍTULO I 
  

MEDIDAS DE APOYO PARA LAS MIPYMESS 
  

CAPÍTULO I 
  

MEDIDAS PARA LA RACIONALIZACIÓN Y SIMPLIFICACIÓN DE PROCESOS, TRÁMITES Y TARIFAS 
  
ARTÍCULO 2 TARIFAS DIFERENCIADAS DEL REGISTRO ANTE EL INSTITUTO NACIONAL DE VIGILANCIA DE 
MEDICAMENTOS Y ALIMENTOS - INVIMA. Modifíquese el artículo 9 de la Ley 399 de 1997, el cual quedará así: 
 
Artículo 9º. Manual de tarifas. El Gobierno nacional reglamentará el manual de tarifas para el cobro de la tasa de los 
servicios prestados por el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO: El Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y Alimentos, Invima, establecerá tarifas 
diferenciadas de acuerdo con la clasificación de tamaño empresarial que se encuentre vigente. A partir del método y 
sistema definidos en la presente ley, el Invima definirá el porcentaje de la tarifa que deberán pagar las pequeñas y 
medianas empresas.  
 
No podrán acceder a las tarifas diferenciadas, las pequeñas y medianas empresas que se encuentren en una situación 
de subordinación respecto de gran empresa, o pertenezcan a un grupo empresarial, de conformidad con lo dispuesto 
en los artículos 260 y 261 del Código de Comercio. En el caso de que las empresas decidan ceder su registro, las 
empresas cesionarias deberán cancelar el valor que les corresponda por dicho registro de acuerdo con su tamaño.  
 
PARÁGRAFO SEGUNDO: En todo caso las microempresas, incluyendo los pequeños productores de acuerdo con la 
tipificación actual en el marco del Decreto No 691 de 2018 o aquellos que lo modifiquen o deroguen, teniendo en 
cuenta la clasificación vigente sobre tamaño empresarial, quedarán exceptuadas del pago de tarifas para la 
expedición, modificación y renovación de los registros ante el Instituto Nacional de Vigilancia de Medicamentos y 
Alimentos, Invima.  
 
El mismo tratamiento, recibirán las cooperativas, las asociaciones mutuales y las asociaciones agropecuarias y 
campesinas que desarrollen actividades económicas productivas y que clasifiquen como microempresas, para lo cual 
se les aplicarán las disposiciones del Decreto 957 de 2019. 
 
No podrán acceder a las tarifas diferenciadas, las microempresas ‘que se encuentren en una situación de 
subordinación respecto de gran empresa, o pertenezcan a un grupo empresarial, de conformidad con lo dispuesto en 
los artículos 260 y 261 del Código de Comercio. En el caso de que las empresas beneficiarias de la excepción de la 
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tarifa decidan ceder su registro, las empresas cesionarias deberán cancelar el valor que les corresponda por dicho 
registro de acuerdo con su tamaño.   
 
ARTÍCULO 3. TARIFAS DEL IMPUESTO DEPARTAMENTAL DE REGISTRO. Modifíquese el artículo 230 de la Ley 
223 de 1995 (modificado por el artículo 188 de la Ley 1607 de 2012), el cual quedará así: 
  
“Tarifas. Las asambleas departamentales, a iniciativa de los Gobernadores, fijarán las tarifas de acuerdo con la 
siguiente clasificación, dentro de los siguientes rangos o límites según corresponda: 
  

a) Actos, contratos o negocios jurídicos con cuantía sujetos a registro en las oficinas de registro de 
instrumentos públicos entre el 0,3 % y el 0,7 %; 

b) Actos, contratos o negocios jurídicos con cuantía sujetos a registro en las Cámaras de Comercio, entre 
el 0,1% al 0,3 %. 

c)  Actos, contratos o negocios jurídicos con cuantía sujetos a registro en las Cámaras de Comercio, que 
impliquen la constitución con y/o el incremento de la prima en colocación de acciones o cuotas sociales 
de sociedades, entre el 0,1% al 0,2%. 

d) Actos, contratos o negocios jurídicos sin cuantía sujetos a registro en las oficinas de registro de 
instrumentos públicos o en las cámaras de comercio, tales como el nombramiento de representantes 
legales, revisor fiscal, reformas estatutarias que no impliquen cesión de derechos ni aumentos del capital, 
escrituras aclaratorias, entre una y tres Unidades de Valor Tributario –UVT-” 

  
PARÁGRAFO PRIMERO: De conformidad con lo dispuesto en el presente artículo, en concordancia con lo dispuesto 
en los artículos 338 y 300 numeral 4 de la Constitución, los sujetos activos del Impuesto Departamental de Registro 
no podrán adicionar tasas, sobretasas, derechos o recargos de ningún tipo a la tarifa legal vigente de dicho impuesto 
sobre el acto de registro. 
 
ARTÍCULO 4. CAUSAL DE DISOLUCIÓN POR NO CUMPLIMIENTO DE LA HIPÓTESIS DE NEGOCIO EN 
MARCHA. Constituirá causal de disolución de una sociedad comercial el no cumplimiento de la hipótesis de negocio 
en marcha al cierre del ejercicio, de conformidad con lo establecido en la normatividad vigente.  

Cuando se pueda verificar razonablemente su acaecimiento, los administradores sociales se abstendrán de iniciar 
nuevas operaciones, distintas a las del giro ordinario de los negocios, y convocarán inmediatamente a la asamblea 
general de accionistas o a la junta de socios para informar completa y documentadamente dicha situación, con el fin 
de que el máximo órgano social adopte las decisiones pertinentes respecto a la continuidad o la disolución y liquidación 
de la sociedad, so pena de responder solidariamente por los perjuicios que causen a los asociados o a terceros por 
el incumplimiento de este deber.  

Sin perjuicio de lo anterior, los administradores sociales deberán convocar al máximo órgano social de manera 
inmediata, cuando del análisis de los estados financieros y las proyecciones de la empresa se puedan establecer 
deterioros patrimoniales y riesgos de insolvencia, so pena de responder solidariamente por los perjuicios que causen 
a los asociados o a terceros por el incumplimiento de este deber. El Gobierno nacional podrá establecer en el 
reglamento las razones financieras o criterios para el efecto.  

PARÁGRAFO PRIMERO. Las menciones realizadas en cualquier norma relativas a la causal de disolución por 
pérdidas se entenderán referidas a la presente causal. Las obligaciones establecidas en la presente norma serán 
igualmente exigibles a las sucursales de sociedad extranjera. 

PARÁGRAFO SEGUNDO. Deróguese el numeral 7 del artículo 34 la Ley 1258 de 2008, así como los artículos 342, 
351, 370, 458, 459, 490, el numeral 2 del artículo del artículo 457 del Decreto 410 de 197. 

ARTÍCULO 5. MECANISMO EXPLORATORIO DE REGULACIÓN PARA MODELOS DE NEGOCIO INNOVADORES 
EN INDUSTRIAS REGULADAS (SANDBOX). El gobierno nacional, en un plazo no mayor de un (1) año posterior a 
la promulgación de esta ley, deberá establecer una regulación complementaria que permita, en cada uno de los 
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Ministerios y Sectores Administrativos, crear un ambiente especial de vigilancia y control, que facilite el desarrollo 
modelos de negocio que apalanquen e impulsen la economía de alto valor agregado y sostenible en distintos ámbitos, 
a partir de la promoción de actividades intensivas en tecnología, e innovación. Estos ambientes de prueba evaluarán 
el funcionamiento y los efectos de nuevas tecnologías o innovaciones en la regulación vigente, para determinar la 
viabilidad de su implementación y/o la necesidad de establecer una flexibilización del marco regulatorio existente o la 
simplificación de los trámites.  

PARÁGRAFO PRIMERO: Estos mecanismos podrán incluir ambientes especiales dirigidos a desarrollar mejoras 
regulatorias a través de la experimentación y el desarrollo de instrumentos innovadores con el fin de mejorar el 
crecimiento y la formalización empresarial de las Micro y Pequeñas empresas. 

PARÁGRAFO SEGUNDO: Se conformará un comité intersectorial que definirá y evaluará los requisitos mínimos 
necesarios que deberán contener las propuestas de proyectos novedosos y, así poderlas clasificar y trasladar a las 
entidades responsables de la supervisión con el fin de que den aplicación a este mecanismo.  

PARÁGRAFO TERCERO. Las actividades financieras, bursátil, aseguradora y cualquier otra relacionada con el 
manejo, aprovechamiento e inversión de los recursos de captación a las que se refiere el literal d) del numeral 19 del 
artículo 150 de la Constitución Nacional no les aplicará esta disposición. 

ARTÍCULO 6. CONVOCATORIA Y DELIBERACIÓN DE REUNIONES ORDINARIAS Y EXTRAORDINARIAS. 
Modifíquese el Artículo 182 del Decreto 410 de 1971, Código de Comercio el cual quedará así: 

“ARTÍCULO 182. CONVOCATORIA Y DELIBERACIÓN DE REUNIONES ORDINARIAS Y 

EXTRAORDINARIAS.  En la convocatoria para reuniones extraordinarias se especificarán los 

asuntos sobre los que se deliberará y decidirá. En las reuniones ordinarias la asamblea podrá 

ocuparse de temas no indicados en la convocatoria, a propuesta de los directores o de cualquier 

asociado. 

La junta de socios o la asamblea se reunirá válidamente cualquier día y en cualquier lugar sin previa 

convocación, cuando se hallare representada la totalidad de los asociados. 

Quienes conforme al artículo anterior puedan convocar a la junta de socios o a la asamblea, deberán 

hacerlo también cuando lo solicite un número de asociados representantes del 10% o más del capital 

social.” 

 
 

CAPÍTULO II 
  

FORTALECIMIENTO DE INICIATIVAS PRODUCTIVAS DE POBLACIONES VULNERABLES, MICRONEGOCIOS 
Y PEQUEÑAS EMPRESAS 

 
ARTÍCULO 7. SISTEMA DE INFORMACIÓN PARA DE ACTIVIDADES ECONÓMICAS INFORMALES. El 
Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE implementará y administrará el Sistema de Información 
de Actividades Económicas Informales (SIECI), como instrumento estadístico para identificar y caracterizar unidades 
económicas para el diseño e implementación de políticas públicas orientadas a la formalización empresarial. Este 
sistema tendrá como insumo principal los registros administrativos, las operaciones estadísticas económicas y 
sociales que realiza el DANE y, en especial, el Censo Económico que se debe realizar en 2021. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Las entidades públicas y los particulares que ejerzan funciones públicas deberán poner a 
disposición del DANE la información que generen, obtengan, adquieran, controlen y/o administren, con el fin de 
implementar y actualizar el SIECI y aplicar los procesos de validación, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 155 
de la Ley 1955 de 2019. 
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Para la entrega e intercambio de esta información no será necesaria la suscripción de convenios, contratos o acuerdos 
de confidencialidad. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística – DANE podrá facilitar el acceso 
y uso de las bases de datos del SIECI a las entidades del orden nacional, departamental, municipal o distrital para la 
microfocalización de políticas públicas que estén directamente relacionadas con el objeto de la presente Ley. Para tal 
efecto se deberá presentar una solicitud concreta de información al DANE, la cual deberá cumplir con las condiciones 
señaladas por el Departamento mediante acto administrativo. En los casos aprobados por el DANE operará el traslado 
de la reserva legal contenida en el artículo 5° de la Ley 79 de 1993 a las entidades receptoras de la información. Por 
lo tanto, las entidades receptoras deberán dar estricto cumplimiento a lo contenido en la reserva legal del artículo 5° 
de la Ley 79 de 1993 frente a otras solicitudes que puedan realizarse sobre la información suministrada por el DANE 
en cumplimiento de lo dispuesto en la presente Ley.  
 
PARÁGRAFO TERCERO. La reglamentación para la construcción y operación del Sistema al que se hace referencia 
en el presente artículo deberá expedirse dentro de los seis (6) meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente 
Ley.  
 
ARTÍCULO 8. CONTABILIDAD SIMPLIFICADA PARA MICROEMPRESAS: El Art. 2 de la Ley 1314 de 2009 quedará 
así: 
 

“ARTÍCULO 2o. AMBITO DE APLICACIÓN. La presente ley aplica a todas las personas naturales y 
jurídicas que, de acuerdo con la normatividad vigente, estén obligadas a llevar contabilidad, así como 
a los contadores públicos, funcionarios y demás personas encargadas de la preparación de estados 
financieros y otra información financiera, de su promulgación y aseguramiento. 
 
En desarrollo de esta ley y en atención al volumen de sus activos, de sus ingresos, al número de sus 
empleados, a su forma de organización jurídica o de sus circunstancias socioeconómicas, el Gobierno 
autorizará de manera general que ciertos obligados lleven contabilidad simplificada, emitan estados 
financieros y revelaciones abreviados o que estos sean objeto de aseguramiento de información de 
nivel moderado. 
 
El Gobierno podrá autorizar que las microempresas lleven contabilidad de acumulación, o de caja, o 
métodos mixtos, según la realidad de sus operaciones, así como según los criterios enumerados en 
el párrafo anterior.  
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Deberán sujetarse a esta ley y a las normas que se expidan con base en 
ella, quienes sin estar obligados a observarla pretendan hacer valer su información como prueba.” 

 

ARTÍCULO 9. DEVOLUCIÓN DE SALDOS A FAVOR DE IVA. Modifíquese el inciso 1 del parágrafo 1 del artículo 
850 del Estatuto tributario, el cual quedará así:  
 

“Cuando se trate de responsables del impuesto sobre las ventas, la devolución de saldos originados 

en la declaración del impuesto sobre las ventas podrá́ ser solicitada bimestralmente”. 

 
ARTÍCULO 10. ALIANZAS PARA LA PROMOCIÓN DEL DESARROLLO EMPRESARIAL Y LA INCLUSIÓN 
FINANCIERA DE LOS MICRONEGOCIOS: El Ministerio de Comercio, Industria y Turismo podrá concertar y ejecutar 
programas, planes y proyectos para la profundización de los microcréditos, como instrumento de formalización de las 
microempresas y de generación de empleo, directamente con las entidades sin ánimo de lucro especializadas en 
crédito microempresarial. 
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Para estos efectos, el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo y las entidades sin ánimo de lucro especializadas 
en crédito microempresarial y de reconocida idoneidad, podrán suscribir convenios marco en donde se establezcan 
los términos generales de entendimiento a que haya lugar o convenios particulares para la ejecución de tales 
programas, planes y proyectos. 
 
ARTÍCULO 11. CONSTITUCIÓN DE LAS ASOCIACIONES MUTUALES. Modifíquese el artículo 7º del Decreto 
1480 de 1989, el cual quedará así: 
 

“Artículo 7° CONSTITUCIÓN. Las Asociaciones Mutuales se constituirán con un mínimo de diez 

(10) personas naturales, por documento privado que se hará constar en acta firmada por todos los 

asociados fundadores, con anotación de sus nombres, documentos de identificación y domicilios. En 

el mismo acto será aprobado el estatuto social y elegidos los órganos de administración y control”.  

  
ARTÍCULO 12. NATURALEZA DE LAS ASOCIACIONES MUTUALES. Modifíquese el artículo 2º del Decreto 1480 
de 1989, el cual quedará así: 
 

Artículo 2° NATURALEZA. Las Asociaciones Mutuales son personas jurídicas de derecho privado, 

sin ánimo de lucro, constituidas libre y democráticamente por personas naturales, inspiradas en la 

solidaridad, con el objeto de brindarse ayuda recíproca frente a riesgos eventuales y satisfacer sus 

necesidades mediante la prestación de servicios de seguridad social, seguridad alimentaria y 

producción, transformación y comercialización de la Economía Campesina Familiar y Comunitaria -

ECFC y las actividades permitidas a las sociedades de derecho comercial”. 

 
ARTÍCULO 13. CONSTITUCIÓN DE COOPERATIVAS. Modifíquese el inciso 4º del artículo 14 de la ley 79 de 1988, 
el cual quedará así: 
 

“El número mínimo de fundadores será de diez, salvo las excepciones consagradas en normas 
especiales” 

 
 

CAPÍTULO III 
  

COMPRAS PÚBLICAS 
 

 
ARTÍCULO 14. MIPYMES Y MÍNIMA CUANTÍA. Modifíquese el numeral 5 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, 
el cual quedará así: 
 
5) Contratación mínima cuantía. La contratación cuyo valor no excede del 10 por ciento de la menor cuantía de la 
entidad independientemente de su objeto, se efectuará de conformidad con las siguientes reglas: 
 
a) Se publicará una invitación, por un término no inferior a un día hábil, en la cual se señalará el objeto a contratar, el 
presupuesto destinado para tal fin, así como las condiciones técnicas exigidas; 
 
b) El término previsto en la invitación para presentar la oferta no podrá ser inferior a un día hábil; 
 
c) La entidad seleccionará, mediante comunicación de aceptación de la oferta, la propuesta con el menor precio, 
siempre y cuando cumpla con las condiciones exigidas; 
 



   
 

6 

d) La comunicación de aceptación junto con la oferta constituyen para todos los efectos el contrato celebrado, con 
base en lo cual se efectuará el respectivo registro presupuestal. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO. Las particularidades del procedimiento aquí previsto, así como la posibilidad que tengan 
las entidades de realizar estas adquisiciones a Mipyme o establecimientos que correspondan a la definición de “gran 
almacén” señalada por la Superintendencia de Industria y Comercio, se determinarán en el reglamento que para el 
efecto expida el Gobierno Nacional. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. La contratación a que se refiere el presente artículo se realizará exclusivamente con las 
reglas en él contempladas y en su reglamentación. En particular no se aplicará lo previsto en la Ley 816 de 2003. 
 
ARTÍCULO 15. CRITERIOS DIFERENCIALES PARA MIPYMES EN EL SISTEMA DE COMPRA PÚBLICA Las 
Entidades Estatales de acuerdo con el análisis de Sector podrán incluir, en los Documentos del Proceso, requisitos 
diferenciales en función del tamaño empresarial para la promoción del acceso de las MIPYMES al mercado de 
Compras Públicas.  
 
El Gobierno Nacional reglamentará la definición de los criterios diferenciales, sobre reglas objetivas que podrán 
implementar las Entidades Estatales. 
 
ARTÍCULO 16. PROMOCIÓN DEL ACCESO DE LAS MIPYMES AL MERCADO DE COMPRAS PÚBLICAS 
Modifíquese el artículo 12 de la Ley 590 de 2000, el cual quedará así: 
 

“ARTÍCULO 12. Promoción del acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas. Con 
el fin de promover el acceso de las MIPYMES al mercado de Compras Públicas, las Entidades 
Estatales indistintamente de su régimen de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por 
Entidades Estatales y los particulares que ejecuten recursos públicos: 
 
1. Deberán en el Análisis de Sector identificar las MIPYMES que podrían ser potenciales proveedoras 
directas o indirectas, con el fin de definir reglas que promuevan y faciliten su participación en el 
Proceso de Contratación. 
 
2. Desarrollarán programas de aplicación de la normativa del Sistema de Compra Pública, en 
especial, la relacionada con las disposiciones que promueven la participación de las MIPYMES en 
las compras públicas, los incentivos y el Secop. 
 
3. Promoverán e incrementarán, conforme a su respectivo presupuesto, la participación de micro, 
pequeñas y medianas empresas como proveedoras de los bienes y servicios que aquellas 
demanden. 
 
4. Establecerán, en observancia de lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley, procedimientos 
administrativos que faciliten a micro, pequeñas y medianas empresas, el cumplimento de los 
requisitos y trámites relativos a pedidos, recepción de bienes o servicios, condiciones de pago y 
acceso a la información, por medios idóneos, sobre sus programas de inversión y de gasto. 
 
5. Preferirán en condiciones de igual precio, calidad y capacidad de suministros y servicio a las 
MIPYMES nacionales. 
 
6. Promoverán la división del Proceso de Contratación en lotes o segmentos que faciliten la 
participación de las MIPYMES en el Proceso de Contratación. 
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7. La Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente y el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo, crearán un sistema de indicadores con el fin de evaluar anualmente 
la efectividad de la inclusión de las MIPYMES al mercado de compras públicas. A partir de esta 
evaluación, el Gobierno Nacional promoverá las mejoras que faciliten el acceso de éstas al mercado 
estatal a través de la implementación de ajustes normativos, nuevas herramientas, incentivos e 
instrumentos financieros. 
 
En los dos primeros meses de cada año las entidades estatales definidas en este artículo, deberán 
remitir información a la Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente-, 
sobre el cumplimiento y resultados de la adopción de las medidas establecidas en la presente 
disposición durante el año inmediatamente anterior, lo cual servirá como insumo para la evaluación 
anual de que trata el presente numeral. 

 
PARÁGRAFO. El incumplimiento de los deberes de que trata el presente artículo por parte de los 
servidores públicos constituirá causal de mala conducta.” 

 
ARTÍCULO 17. PROMOCIÓN DEL DESARROLLO EN LA CONTRATACIÓN PÚBLICA. Modifíquese el artículo 12 
de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así: 
 

“ARTÍCULO 12. Promoción del desarrollo en la contratación pública.  De conformidad con lo 
dispuesto en los artículos 13, 333 y 334 de la Constitución Política, el Gobierno Nacional definirá las 
condiciones y los montos de acuerdo con los compromisos internacionales vigentes, para que, en 
desarrollo de los Procesos de Contratación, las Entidades Estatales indistintamente de su régimen 
de contratación, los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales y los particulares 
que ejecuten recursos públicos, adopten en beneficio de las Mipyme, convocatorias limitadas a estas 
en las que, previo a la Resolución de apertura del proceso respectivo, se haya manifestado el interés 
de por lo menos dos (2) Mipyme. 
 
Asimismo, el reglamento podrá establecer condiciones preferenciales en favor de la oferta de bienes 
y servicios producidos por las Mipyme, respetando los montos y las condiciones contenidas en los 
compromisos internacionales vigentes, cuando sean aplicables. 
 
En todo caso, se deberá garantizar la satisfacción de las condiciones técnicas y económicas 
requeridas en el Proceso de Contratación. 
 
De igual forma, en los pliegos de condiciones dispondrán, de mecanismos que fomenten en la 
ejecución de los contratos estatales la provisión de bienes y servicios por población en pobreza 
extrema, desplazados por la violencia, personas en proceso de reintegración y, sujetos de especial 
protección constitucional en las condiciones que señale el reglamento; siempre que se garanticen las 
condiciones de calidad y cumplimiento del objeto contractual. 
 
PARÁGRAFO 1. En los Procesos de Contratación que se desarrollen con base en el primer inciso, 
las entidades podrán realizar las convocatorias limitadas que beneficien a las Mipyme del ámbito 
municipal o departamental correspondiente al de la ejecución del contrato. 
 
PARÁGRAFO 2o. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 5 y 6 de la Ley 1150 de 2007, para 
que las Mipymes puedan participar en las convocatorias a las que se refiere este artículo, deberán 
acreditar como mínimo un año de existencia, para lo cual deberán presentar el certificado expedido 
por la cámara de comercio o por la autoridad que sea competente para dicha acreditación. 
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PARÁGRAFO 3. En la ejecución de los contratos a que se refiere el presente artículo, las entidades 
y los contratistas, deberán observar lo dispuesto en los artículos 90 a 95 de la Ley 418 de 1997 y las 
normas que la modifiquen, adicionen o subroguen.” 

 
ARTÍCULO 18. FACTORES DE DESEMPATE. En caso de empate en el puntaje total de dos o más ofertas en los 
Procesos de Contratación realizados con cargo a recursos públicos, los Procesos de Contratación realizados por las 
Entidades Estatales indistintamente de su régimen de contratación, así como los celebrados por los Procesos de 
Contratación de los patrimonios autónomos constituidos por Entidades Estatales, el contratante deberá utilizar las 
siguientes reglas de forma sucesiva y excluyente para seleccionar al oferente favorecido, respetando en todo caso los 
compromisos internacionales vigentes. 
 
1. Preferir la oferta de bienes o servicios nacionales frente a la oferta de bienes o servicios extranjeros. 
 
2. Preferir la propuesta de la mujer cabeza de familia o de la persona jurídica en la cual participe o participen 
mayoritariamente; o, la de un proponente plural constituido por mujeres cabeza de familia, y/o personas jurídicas en 
las cuales participe o participen mayoritariamente. 
 
3. Preferir la oferta presentada por un proponente plural siempre que: (a) esté conformado por al menos una madre 
cabeza de familia o una persona jurídica en la cual participe o participen mayoritariamente, y, que tenga una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25%) en el proponente plural; (b) la madre cabeza de familia o 
la persona jurídica aporte mínimo el veinticinco por ciento (25%) de la experiencia acreditada en la oferta; y (c) ni la 
madre cabeza de familia ni la persona jurídica, ni sus accionistas, socios o representantes legales sean empleados, 
socios o accionistas de los miembros del proponente plural. 
 
4. Preferir la oferta presentada por el proponente plural constituido por micro y/o pequeñas empresas, cooperativas o 
asociaciones mutuales.  
 
5. Preferir la oferta presentada por una Mipyme o cooperativas o asociaciones mutuales; o un proponente plural 
constituido por Mipymes, cooperativas o asociaciones mutuales. 
  
6. Preferir al oferente que acredite de acuerdo con sus estados financieros o información contable con corte a 31 de 
diciembre del año anterior, por lo menos el veinticinco por ciento (25%) del total de pagos realizados a MIPYMES, 
cooperativas o asociaciones mutuales  por concepto de proveeduría del oferente, realizados durante el año anterior; 
o, la oferta presentada por un proponente plural siempre que: (a) esté conformado por al menos una MIPYME, 
cooperativa o asociación mutual que tenga una participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25%); (b) la 
MIPYME, cooperativa o asociación mutual aporte mínimo el veinticinco por ciento (25%) de la experiencia acreditada 
en la oferta; y (c) ni la MIPYME, cooperativa o asociación mutual ni sus accionistas, socios o representantes legales 
sean empleados, socios o accionistas de los miembros del proponente plural. 
 
7. Preferir la propuesta presentada por el oferente que acredite en las condiciones establecidas en la ley que por lo 
menos el diez por ciento (10%) de su nómina está en condición de discapacidad a la que se refiere la Ley 361 de 
1997. Si la oferta es presentada por un proponente plural, el integrante del oferente que acredite que el diez por ciento 
(10%) de su nómina está en condición de discapacidad en los términos del presente numeral, debe tener una 
participación de por lo menos el veinticinco por ciento (25%) en el consorcio, unión temporal o promesa de sociedad 
futura y aportar mínimo el veinticinco por ciento (25%) de la experiencia acreditada en la oferta. 
 
8. Preferir las empresas reconocidas y establecidas como Sociedad de Beneficio e Interés Colectivo o Sociedad BIC, 
del segmento MIPYMES.  
 
9. Utilizar un método aleatorio para seleccionar el oferente, método que deberá haber sido previsto en los Documentos 
del Proceso, previamente a la presentación de las Ofertas. 
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PARÁGRAFO PRIMERO: solo aplicarán los factores de desempate a las cooperativas y las asociaciones mutuales 
señaladas en este artículo que se clasifiquen como MIPYMES, para lo cual se les aplicarán las disposiciones del 
Decreto 957 de 2019. 
 

TÍTULO II 

ACCESO AL FINANCIAMIENTO 

INCENTIVOS A LA GENERACIÓN, CONSOLIDACIÓN Y EL CRECIMIENTO DEL EMPRENDIMIENTO 
 
ARTÍCULO 19. MODIFICACIÓN DEL OBJETO SOCIAL DEL FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS. Modifíquese el 
artículo 240 del Decreto Ley 663 de 1993, el cual quedará así: 
 

1. Naturaleza Jurídica. El Fondo Nacional de Garantías S.A., cuya denominación social podrá girar bajo la sigla 
"FNG S.A.", es una sociedad anónima de carácter mercantil y de economía mixta del orden nacional, cuya 
creación fue autorizada mediante el Decreto 3788 del 29 de diciembre de 1981 y vinculada al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público. El Fondo Nacional de Garantías S.A. se someterá a la supervisión de la 
Superintendencia Financiera y a las reglas prudenciales sobre margen de solvencia, patrimonio técnico, 
constitución de reservas técnicas y demás normas que determine el Gobierno Nacional a partir del 1o. de 
enero de 2004. 
 
PARÁGRAFO. Por motivos del reordenamiento del Estado, el Gobierno Nacional podrá ordenar la 
vinculación del Fondo Nacional de Garantías S.A. a otro Ministerio. 
 

2. Régimen Legal: El Fondo Nacional de Garantías S.A. se regirá por las normas consagradas en este estatuto, 
así como por las disposiciones relativas a las sociedades de economía mixta que resulten de su composición 
accionaria, por el Código de Comercio, por las demás normas complementarias y concordantes y por sus 
estatutos. 

3. Objeto Social. El objeto social del Fondo Nacional de Garantías S.A. consiste en obrar de manera principal 
pero no exclusiva como fiador o bajo cualquier otra forma de garante de toda clase de operaciones activas 
de las instituciones financieras, valores representativos de deuda, valores representativos de capital social   y 
fondos de inversión colectiva conforme la regulación vigente, con los usuarios de sus servicios, sean 
personas naturales o jurídicas, así como actuar en tales calidades respecto de dicha clase de operaciones 
frente a otra especie de establecimientos de crédito legalmente autorizados para desarrollar actividades, 
sean nacionales o extranjeros, patrimonios autónomos constituidos ante entidades que legalmente 
contemplen dentro de sus actividades el desarrollo de estos negocios, las entidades cooperativas y demás 
formas asociativas del sector solidario, las fundaciones, las corporaciones, las cajas de compensación 
familiar y otros tipos asociativos privados o públicos que promuevan programas de desarrollo social. 
Adicionalmente, el Fondo Nacional de Garantías S.A. podrá otorgar avales o garantías a valores de 
naturaleza negociable que hagan parte de una emisión, así como a favor de vehículos de inversión como 
fondos de inversión colectiva que tengan como propósito impulsar y/o apalancar proyectos productivos 
generadores de crecimiento económico y empleo.   
 
El Fondo Nacional de Garantías S.A., dentro del giro ordinario de sus negocios, estará facultado para otorgar 
garantías sobre créditos y otras operaciones activas de esta naturaleza que se contraigan a favor de 
entidades que no posean la calidad de intermediarios financieros, por parte de personas naturales o jurídicas 
que obran como comercializadores o distribuidores de sus productos y bienes en el mercado. 
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Se entenderán comprendidos dentro de las actividades propias de su objeto social, todas las enajenaciones 
a cualquier título que el FNG S.A. realice de bienes muebles o inmuebles cuyas propiedades se le hayan 
transferido o que figuren a su nombre como consecuencia de negociaciones o producto del ejercicio de las 
acciones judiciales o extrajudiciales que ejercite tendientes a obtener la recuperación de las sumas que 
hubiere satisfecho a los beneficiarios de las garantías. 
 

4. Domicilio. El Fondo Nacional de Garantías S.A. tendrá su domicilio principal en la ciudad de Bogotá, D. C. y 
podrá establecer sucursales o agencias en otros lugares del país, según determine su Junta Directiva y con 
sujeción a las normas aplicables sobre la materia. 

 
ARTÍCULO 20. FUNCIONES DEL FONDO NACIONAL DE GARANTÍAS. Modifíquese el artículo 241 del Decreto Ley 

663 de 1993, el cual quedará así: 

 
En desarrollo de su objeto social el Fondo Nacional de Garantías S.A. podrá realizar las siguientes operaciones: 
  

a) Atender entre otros, los sectores de comercio, servicios, industrial, agroindustrial y exportador, o a otros 
sectores o programas, de conformidad con las prioridades que se identifiquen para el desarrollo de las 
políticas del Gobierno Nacional o los que señale su Junta Directiva; 

b) Otorgar garantías en sus diferentes modalidades sobre operaciones pactadas en moneda legal o extranjera, 
que incluyan valores representativos de deuda, de capital social u operaciones de inversión en fondos 
colectivos, con sujeción a las disposiciones legales que rigen la materia y a los lineamientos y autorizaciones 
que expresamente señale su Junta Directiva; 

c) Realizar operaciones de retrogarantía con entidades legalmente autorizadas para el efecto, sean nacionales 
o extranjeras, entendiéndose por tales, la aceptación o cesión de riesgos derivados de garantías emitidas 
por entidades que obren como garantes directos o de primer piso. Las retrogarantías no generan relación 
alguna entre el retrogarante y el acreedor como tampoco entre el retrogarante y el deudor, pero el 
retrogarante comparte análoga suerte con el garante directo, salvo que se compruebe mala fe de este último, 
en cuyo caso la retrogarantía no surtirá efecto alguno; 

d) Celebrar contratos de cofianzamiento con otras entidades nacionales o extranjeras que desarrollen 
actividades de igual o similar naturaleza a las del Fondo Nacional de Garantías S.A.; 

e) Administrar a título oneroso recursos de otras entidades destinados a programas específicos de fomento y 
desarrollo de los grupos o sectores pertenecientes a los señalados en el literal a) del presente numeral y 
expedir las garantías necesarias con cargo a dichos recursos, previa autorización de la Junta Directiva; 

f) Administrar a título oneroso cuentas especiales o fondos autónomos, con o sin personería jurídica, cuyos 
recursos se destinen al desarrollo de programas que tengan carácter afín o complementario con su objeto 
social; 

g) Adelantar los procesos de cobro judicial y extrajudicial originados en el pago de garantías y en todo tipo de 
procesos si se considera necesario para la adecuada protección de los intereses del Fondo Nacional de 
Garantías S.A., para lo cual se observarán las normas que rigen tales procesos; 

h) Realizar toda clase de actos y celebrar aquellos contratos, convenios, operaciones y, en general, cualquier 
otra actuación que demande el ejercicio de sus derechos o el cumplimiento de las obligaciones que legal y 
contractualmente se deriven de su existencia y funcionamiento; 

i) Servirse de agentes, comisionistas o, en general, de cualquier otra clase de intermediarios para la explotación 
y promoción de sus negocios, de acuerdo con las autorizaciones que imparta la Junta Directiva del Fondo; 
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j) Suscribir o adquirir, a cualquier título, acciones, partes sociales o cuotas de interés de sociedades con ánimo 
de lucro, mediante aportes en dinero, bienes o servicios. Así mismo, podrá realizar toda clase de inversiones 
en moneda legal o extranjera y orientar sus recursos a la adquisición de activos no monetarios, sean muebles 
o inmuebles, corporales o incorporales, negociar títulos valores u otros documentos para el debido desarrollo 
de su actividad o como inversión de fomento o utilizaciones rentables, permanentes o transitorias, de fondos 
o disponibilidades, con sujeción a las disposiciones que determine el Gobierno Nacional; 

k) Otorgar avales totales o parciales sobre títulos valores, de conformidad con las reglas que para el efecto 
señale el Gobierno Nacional; 

l) Actuar como garante en emisión de valores de naturaleza negociable, así como en operaciones de inversión 
que en términos de mercado realicen vehículos de inversión como fondos de inversión colectiva que tengan 
como propósito impulsar y/o apalancar proyectos productivos generadores de crecimiento económico y 
empleo.    

 
ARTÍCULO 21. SISTEMAS DE MICROCRÉDITO. Adiciónese un parágrafo al artículo 39 de la ley 590 de 2000, el 
cual quedará así: 
 
“PARÁGRAFO: Los intermediarios financieros y las organizaciones especializadas en crédito microempresarial, 
deberán reportar conforme lo determinen las entidades que ejerce su inspección vigilancia y control, los honorarios y 
comisiones cobrados.” 
 
ARTÍCULO 22.  Adiciónese el siguiente artículo al Estatuto Tributario: 
  

“Artículo nuevo. INCENTIVO A LA DONACIÓN DEL SECTOR PRIVADO A INNPULSA 
COLOMBIA. Los contribuyentes  del  impuesto  sobre  la  renta  que  realicen  donaciones previstos 
a iNNpulsa Colombia tendrán derecho a deducir dicha donación en el período gravable en que se 
realice. 
  
Este incentivo sólo será aplicable, previa verificación del valor de la donación y aprobación por parte 
del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo o la entidad a quien este delegue. 
  
Estas donaciones darán derecho a un Certificado de Donación el cual se emitirá por el Ministerio de 
Comercio, Industria y Turismo o la entidad a quien este delegue sobre el año en que efectivamente 
se haga la donación. El monto del incentivo podrá amortizarse en un término de cinco (5) años desde 
la fecha de la donación. 
  
Para los efectos previstos en este artículo podrán acordarse con el respectivo donante, modalidades 
de divulgación pública de su participación.” 
  
PARÁGRAFO PRIMERO. Los recursos de carácter donativo que se entreguen a iNNpulsa Colombia 
deberán ser destinados a la a la consolidación de la oferta institucional o a la generación de nuevos 
programas o instrumentos que consoliden el emprendimiento en Colombia. 
 
PARÁGRAFO SEGUNDO. El Gobierno Nacional reglamentará la aplicabilidad de este artículo. 
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TÍTULO III 
  

MARCO INSTITUCIONAL  
 
ARTÍCULO 23. UNIFICACIÓN DE FUENTES DE EMPRENDIMIENTO Y DESARROLLO EMPRESARIAL. 

Adiciónese y modifíquese el artículo 13 de la Ley 1753 de 2015, el cual quedará así: 

 

“ARTÍCULO 13. INNPULSA COLOMBIA. Unifíquense en un solo patrimonio autónomo el Fondo de Modernización e 

Innovación para las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas y la Unidad de Desarrollo Empresarial creados por las 

Leyes 590 de 2000 y 1450 de 2011, que se denominará INNpulsa Colombia. Este patrimonio autónomo se regirá por 

normas de derecho privado, y será administrado por la sociedad fiduciaria que determine el Ministerio de Comercio, 

Industria y Turismo, de acuerdo con los lineamientos que fije el Gobierno Nacional. 

 

INNpulsa Colombia será el patrimonio autónomo del Gobierno Nacional, mediante el cual las sociedades y entidades 

que integran la rama ejecutiva del poder público en el orden Nacional, ejecutarán los programas, instrumentos y 

recursos para el emprendimiento y la innovación y el desarrollo empresarial en el país, que les sean asignados o 

deban desarrollar en el marco de sus competencias y funciones, sin perjuicio de sus obligaciones legales, judiciales y 

constitucionales, conforme a la reglamentación que se expida el Gobierno Nacional en la materia, la cual deberá incluir 

un proceso de implementación por etapas.  

 

En atención a esta disposición, todas las sociedades y entidades que integran la rama ejecutiva del poder público en 

el orden Nacional con competencias y funciones para ejecutar los programas, instrumentos y recursos señalados 

deberán trasladarlos o ejecutarlos a través de iNNpulsa Colombia.  

 

En cumplimiento de lo anterior, anualmente el Gobierno Nacional, con sujeción a las disposiciones del Presupuesto 

General de la Nación trasladará o destinará a iNNpulsa Colombia los recursos que correspondan en materia de 

emprendimiento,  innovación y  el desarrollo empresarial en el país, con el fin de que este patrimonio autónomo los 

ejecute. Las entidades que trasladen o ejecuten sus programas, instrumentos y recursos a iNNpulsa Colombia, podrán 

participar en su planeación, diseño y ejecución. 

 

Los recursos que integrarán el patrimonio autónomo son los siguientes: 

 

 1. Recursos provenientes del Presupuesto General de la Nación. 

 

 2. Recursos aportados por las sociedades y entidades que integran la rama ejecutiva del poder público en el orden 

Nacional, entidades territoriales o por particulares a través de convenios o transferencias. 

 

3. Donaciones. 
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4. Recursos de cooperación nacional o internacional. 

 

5. Rendimientos financieros generados por los recursos entregados, los cuales se reinvertirán de pleno derecho en el 

vehículo. 

 

6.  Los dividendos que sean decretados en favor de la Nación por la Asamblea General de Accionistas del Banco de 

Comercio Exterior (Bancóldex), previa autorización del Conpes. 

 

7. Los demás recursos que obtenga o se le asignen a cualquier título. 

 

Los gastos de funcionamiento y administración en que incurra por la operación de este patrimonio se reintegrarán a 

la sociedad fiduciaria que lo administre. 

 

PARÁGRAFO PRIMERO: Para la ejecución de programas financiados con recursos de destinación específica para 

poblaciones vulnerables o de especial protección constitucional y otros que hayan sido creados por Ley, iNNpulsa 

Colombia deberá crear las subcuentas que se consideren necesarias para garantizar la adecuada administración y 

ejecución de estos recursos y su orientación exclusiva al cumplimiento de las obligaciones constitucionales, legales y 

judiciales de las entidades que los trasladan. En todo caso, iNNpulsa Colombia creará una subcuenta para el 

fortalecimiento de micronegocios con los recursos provenientes de las diferentes entidades de Gobierno y las 

diferentes fuentes de financiamiento del patrimonio orientadas a este segmento que se ejecutará de acuerdo con los 

lineamientos del Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 

PARÁGRAFO SEGUNDO: iNNpulsa Colombia se articulará con el Patrimonio Autónomo para el emprendimiento, la 

formalización y el fortalecimiento empresarial de las mujeres creado por el Decreto Legislativo No. 810 de 2020, con 

el Fondo Emprender del SENA creado en el artículo 40 de la ley 789 de 2002, y con el Patrimonio Autónomo Colombia 

Productiva creado en el artículo 50 de la Ley 1450 de 2011 en iniciativas, programas e instrumentos que fomenten el 

emprendimiento y la productividad, la innovación y el desarrollo empresarial en el país.  

PARÁGRAFO TERCERO: Hasta tanto el Gobierno Nacional no expida la reglamentación de lo señalado en el 

presente artículo, se mantendrán las disposiciones normativas y los procesos de ejecución vigentes para los 

programas, instrumentos y recursos de las sociedades y entidades que integran la rama ejecutiva del poder público 

en el orden Nacional.  

 

 

ARTÍCULO 24. ACTIVIDADES DE INNPULSA COLOMBIA. En el marco de la política pública que se defina, iNNpulsa 

Colombia podrá realizar las siguientes actividades: 

 

1. Promoverá el emprendimiento, la innovación, el crecimiento, la formalización y el desarrollo empresarial de 
las Mipymes de acuerdo a la política que defina el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo. 
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2. Ejecutará los programas de las diferentes entidades de Gobierno para el emprendimiento y la innovación, y 
el desarrollo empresarial en el país, de acuerdo con sus lineamientos técnicos, disponiendo de la estructura 
técnica, jurídica, administrativa y financiera necesaria para garantizar el cumplimiento de sus metas y 
objetivos. 

3. Diseñará, estructurará e implementará iniciativas para el financiamiento de emprendimientos innovadores en 
etapa temprana y empresas con carácter innovador, mediante mecanismos de capital de riesgo, capital 
semilla y vehículos de inversión.  

4. Promocionará del desarrollo económico incluyente del país y sus regiones mediante el emprendimiento y 
desarrollo empresarial de la población víctima de la violencia, grupos étnicos y otras poblaciones en situación 
de vulnerabilidad y de especial protección constitucional para su incursión en las cadenas de valor, 
generación de ingresos, estabilización, sostenibilidad, crecimiento y avances en formalización.  

5. Promoverá la constitución de sociedades gestoras de inversiones independientes, de capital público, privado 
o mixto, que gestionen diferentes vehículos financieros, préstamos directos o subordinados, modelos de 
capitalización y de inversión directa  fondeados con recursos del patrimonio autónomo, así como con otros 
aportes públicos, con inversión privada y con recursos de multilaterales.  

6. Estructurará y gestionará productos y servicios financieros, esquemas de apoyo, soporte, promoción y 
financiación que canalicen recursos para promover el emprendimiento, la formalización y el fortalecimiento 
empresarial de los emprendedores nacionales.  

7. Desarrollará actividades de transferencias de conocimiento para la generación de recursos propios. 
8. Invertir directa o indirectamente mediante fondos de inversión y otros vehículos financieros en el capital de 

empresas del segmento mipymes que permitan el desarrollo de su negocio y garanticen la construcción de 
la capacidad empresarial de la empresa. 

9. Articulará con entidades financieras de primer o segundo piso, fondos de inversión, sociedades Fintech y 
demás actores relacionados con el acceso al financiamiento de los emprendedores y las mipymes, la 
estructuración y colocación de productos y servicios financieros y no financieros.  

10. Desarrollará fondos consolidados que faciliten la llegada de capital a los emprendedores y MIPYMES 
colombianas. 

11. Brindará directamente o a través de terceros la prestación de asistencia técnica integral para creación de 
modelos empresariales viables y el desarrollo productivo de los emprendedores nacionales. 

12. Otorgará créditos, subordinaciones, sindicados y mecanismos de financiación directos e indirectos a los 
emprendedores y empresas del segmento MIPYMES. 

13. Las demás actividades que le sean asignadas por Ley, el contrato de fiducia o las directrices del Gobierno 
Nacional. 

 
ARTÍCULO 25. RED REGIONAL PARA EL EMPRENDIMIENTO. Modifíquese el Artículo 6 de la Ley 1014 de 2006, 
el cual quedará así: 
  

“ARTÍCULO 6°. RED REGIONAL PARA EL EMPRENDIMIENTO. Las Redes Regionales para 
el Emprendimiento se integrarán al Sistema Nacional de Competitividad e Innovación – SNCI a 
través de las Comisiones Regionales de Competitividad e Innovación y su objeto será el de 
articular las políticas y programas de emprendimiento con las necesidades propias de cada 
región. 
  
Parágrafo 1°. La creación de las Redes Regionales de Emprendimiento será potestad de cada 
departamento y deberá ser presentada en el marco de las Comisiones Regionales de 
Competitividad e Innovación - CRCI por cualquiera de sus miembros, considerando las 
necesidades y prioridades de cada región, y de conformidad con la agenda departamental de 
competitividad e innovación. En el caso de que en el marco de la Comisión Regional de 
Competitividad-CRC se considere la creación de las redes regionales de emprendimiento, su 
conformación e integración a las mismas, deberá seguir los lineamientos que defina el Sistema 
Nacional de Competitividad e Innovación. 
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ARTÍCULO 26. SISTEMA NACIONAL DE APOYO A LAS MIPYMES. Modifíquese el artículo 3 de la Ley 905 de 2004, 
el cual quedará así: 

  
“ARTÍCULO 3: Intégrense al Sistema Nacional de Competitividad e Innovación, el Consejo 
Superior de la Microempresa y el Consejo Superior de la Pequeña y Mediana empresa, como 
instancias consultivas del nivel nacional, conformados por integrantes del sector público y 
privado, para los asuntos relacionados con la promoción, el desarrollo y la consolidación de las 
micro, pequeñas y medianas empresas en Colombia. El Sistema Nacional de Competitividad e 
Innovación definirá las funciones, composición y funcionamiento de dichos Consejos. 
 
PARÁGRAFO PRIMERO: Será potestad de cada departamento la creación de Consejos 
Regionales de MIPYMES, la cual deberá ser presentada en el marco de las Comisiones 
Regionales de Competitividad e Innovación - CRCI por cualquiera de sus miembros, 
considerando las necesidades y prioridades de cada región, y de conformidad con la agenda 
departamental de competitividad e innovación. En el caso de que en el marco de la Comisión 
Regional de Competitividad e Innovación -CRCI - se considere la creación de los consejos 
regionales, su conformación e integración a las mismas, deberá seguir los lineamientos que 
defina el Gobierno Nacional.” 
  
Los Consejos Regionales de Mipymes serán instancias de diálogo y articulación a nivel 
departamental, conformados por integrantes del sector público y privado, para los asuntos 
relacionados con la promoción, el desarrollo y la consolidación de las micro, pequeñas y 
medianas empresas; y se integrarán a las Comisiones Regionales de Competitividad” de acuerdo 
con los lineamientos del Gobierno Nacional. 
 

ARTICULO 27. ESTUDIO DE POLÍTICAS Y PROGRAMAS DIRIGIDOS A LAS MIPYMES EN EL CURSO DE 
ELABORACIÓN DEL PROYECTO DEL PLAN NACIONAL DE DESARROLLO. El artículo 9º de la Ley 590 de 2000 
(modificado por el Artículo 8º de la Ley 905 de 2004) quedará así: 

 
“Artículo 9º. Estudio de políticas y programas dirigidos a las Mipymes en el curso de 
elaboración del proyecto del Plan Nacional de Desarrollo. El Departamento Nacional de 
Planeación, en coordinación con el Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, estudiará en el curso 
de la elaboración del proyecto del Plan Nacional de Desarrollo, la inclusión de políticas y programas 
de promoción de las micro, pequeñas y medianas empresas.” 

 
ARTÍCULO 28. PROMOCIÓN DEL EMPRENDIMIENTO EN BENEFICIARIOS ICETEX. Créese un Fondo Especial, 
que será administrado por ICETEX, con recursos provenientes del Presupuesto Nacional, aportes de ICETEX y/u otras 
entidades del orden regional, nacional o internacional, destinado a apoyar a quienes sean o hayan sido beneficiarios 
de programas de ICETEX y que sean admitidos en alguno de los instrumentos y/o programas de fomento y apoyo al 
emprendimiento del Gobierno Nacional. Este Fondo Especial permitirá la financiación total o parcial de programas 
especiales de formación, misiones empresariales, obtención de certificaciones, tutorías o mentorías especializadas o 
condonaciones de intereses corrientes en los créditos educativos vigentes. El Gobierno Nacional reglamentará en un 
período de 6 meses el funcionamiento y operación del mismo. 

 
 

TITULO IV 
  

EDUCACIÓN Y EMPRENDIMIENTO 
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ARTÍCULO 29. DOBLE TITULACIÓN Y FORMACIÓN PARA EL EMPRENDIMIENTO, LA INNOVACIÓN Y EL 
EMPRESARISMO. El SENA en conjunto con las Secretarías de Educación Departamentales, Distritales y Municipales 
podrán desarrollar para la educación media, un programa de doble titulación técnico-bachiller, en donde el estudiante 
pueda obtener conocimientos y capacidades educativas, de formación para el trabajo, el emprendimiento y la 
innovación. El SENA deberá diseñar e implementar el programa de Formación para el Emprendimiento, la Innovación 
y el desarrollo empresarial, que será transversal a los programas de formación en su oferta institucional y buscará el 
fomento del comportamiento emprendedor, el desarrollo de competencias emprendedoras, de innovación y 
empresariales.  

Este programa deberá tener un esquema de soporte de asesoría, investigación, extensionismo tecnológico y capital 
semilla del Fondo Emprender, que asegure la igualdad de oportunidades para los jóvenes emprendedores rurales y 
urbanos, contribuyendo así a la creación y desarrollo de empresas, y al cierre de la brecha social del país. 

El programa podrá ofrecerse a través de la oferta presencial o virtual. 

ARTÍCULO 30. PROGRAMAS FORMACIÓN DOCENTE. Las Secretarías de Educación, en colaboración con 
entidades del sector productivo e instituciones de educación superior, podrán incluir dentro de sus programas de 
formación docente, contenidos que contribuyan al desarrollo de competencias referidas al emprendimiento, la iniciativa 
empresarial, la igualdad de oportunidades en el entorno empresarial y la creación y desarrollo de empresas. 

ARTÍCULO 31. OPCIÓN TITULACIÓN DE GRADO. Las instituciones educativas de educación superior podrán 
establecer en el marco de su autonomía, como requisito para obtener el título de profesión de las carreras que 
impartan, el desarrollo de proyectos de emprendimiento e innovación o la generación de empresa en el país, por parte 
del estudiante de manera autónoma o en asocio con actores del ecosistema. De igual manera, podrán disponer la 
satisfacción del requisito de grado cuando proyectos de emprendimiento e innovación o empresas lideradas por los 
estudiantes, sean admitidos en algunos de los programas e instrumentos en materia de Competitividad e Innovación 
que tengan las entidades del gobierno nacional. 

ARTÍCULO 32. CONSULTORIOS EMPRESARIALES. Para asesoría gratuita a la micro empresa, las universidades 
que cuenten con programas de pregrado en economía, finanzas, contabilidad, administración de empresas, derecho 
e ingeniería industrial, o carreras afines, podrán hacer uso de su infraestructura y capacidad técnica en programas, 
prácticas o consultorios empresariales, con el fin de que los estudiantes provean asesoría gratuita empresarial a micro 
empresas, en asuntos financieros, contables, legales, tecnológicos y operativos, entre otros,  para facilitar el 
emprendimiento, la innovación y el desarrollo de nuevos modelos de negocio que potencien y mejoren su capacidad 
de gestión para el acceso a financiación y a los mercados de bienes y servicios. Igualmente, podrán apoyar y dar 
asesoría a micro empresas que estén o puedan estar en algún proceso, procedimiento o trámite de insolvencia.   

PARÁGRAFO PRIMERO. La asesoría brindada por los estudiantes solamente podrá prestarse por aquellos que 
hubieren cumplido al menos el ochenta por ciento (80%) del programa académico y que estén desarrollando su 
práctica, en un consultorio jurídico o en otro de los programas diseñados por cada universidad, y bajo la dirección, 
seguimiento y supervisión del director del centro, área específica, programa, alianza o del docente que se designe al 
efecto.  

PARÁGRAFO SEGUNDO. El Gobierno Nacional reglamentará la materia, previo a la puesta en funcionamiento de 
cualquier consultorio empresarial. 

ARTÍCULO 33. ENSEÑANZA SOBRE EMPRENDIMIENTO. En los establecimientos oficiales y no oficiales que 
ofrezcan educación formal en los niveles de básica secundaria, y media, se promoverá el desarrollo de competencias 
referidas al emprendimiento incluyendo la educación en economía solidaria, en el marco de la Ley 454 de 1998, con 
el cumplimiento de los siguientes objetivos: 
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1. Definición de unas competencias empresariales como ejes para el desarrollo humano integral y sustentable, las 
cuales deben incorporarse al currículo y desarrollarse a través de proyectos pedagógicos en el plan de estudios, sin 
perjuicio de la autonomía de que trata el artículo 77 de la Ley 115 de 1994. 

2. Promover en todos los niveles de básica secundaria y media estrategias pedagógicas que favorezcan el 
emprendimiento, la innovación y la creatividad en los estudiantes. 

3. Promover el desarrollo de competencias relacionadas con el emprendimiento de manera articulada a las 
competencias básicas y fundamentales en los establecimientos educativos. 

ARTÍCULO 34. ESPACIOS DE DIFUSIÓN Y PROMOCIÓN DEL EMPRENDIMIENTO. Las Instituciones de Educación 
Superior, podrán promover en el marco de su autonomía, espacios para la presentación, difusión y promoción de 
proyectos de emprendimiento e innovación de los estudiantes y docentes.  

ARTÍCULO 35. VIGENCIA Y DEROGATORIAS. La presente Ley rige a partir del momento de su promulgación y 
deroga los artículos 4 y 5 de la Ley 590 de 2000 (modificados respectivamente por los artículos 4 y 5 de la Ley 905 
de 2004), los artículos 4, 5, 7, 8, 9, 10, 11 y 19 de La Ley 1014 de 2006, el artículo 163 de la ley 1955 de 2019 y todas 
las disposiciones que le sean contrarias. 
 
  


